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caPítulo i 
derecho de aliMentos 

Sumario�� �����$VSHFWRV� JHQHUDOHV�� ����� 5HJXODFLyQ�� �����&RQFHSWR� GH� DOL-
PHQWRV�������)XQGDPHQWRV�GHO�GHEHU�DOLPHQWDULR�������&ODVL¿FDFLyQ�GH� ORV�
DOLPHQWRV�OHJDOHV�������$WHQGLHQGR�D�VL�UH¿HUH�DO�GHUHFKR�D�SHGLU�DOLPHQWRV�
o a la deuda por pensiones de alimentos. 312. Atendiendo a su duración, 

HQ� DOLPHQWRV� SURYLVRULRV� R� GH¿QLWLYRV�� �����$WHQGLHQGR� DO� EHQH¿FLDGR�� VH�
distingue en alimentos para menores de edad o para mayores. 314. Derecho 

GH�DOLPHQWRV�������5HTXLVLWRV�GHO�GHUHFKR�GH�DOLPHQWRV�������([LVWHQFLD�GH�
XQ�7tWXOR�������1HFHVLGDGHV�GHO�DOLPHQWDULR�������)DFXOWDGHV�GHO�DOLPHQWDQ-

te. 319. Deudas alimentarias. 320. Duración de la obligación alimentaria. 

321. Cese o término de la pensión de alimentos. 322. Aspectos procesales. 

�����3URFHGLPLHQWR�GHFODUDWLYR�������'HWHUPLQDFLyQ�GH�OD�FXDQWtD�������0RGD-

OLGDGHV�GH�SDJR�������&RQVWLWXFLyQ�GH�GHUHFKRV�UHDOHV�GH�JRFH��DUW�����/$)33$���
�����5HWHQFLyQ�SRU�SDUWH�GHO�HPSOHDGRU��DUW�����/$)33$��������5HWHQFLyQ�GH�
la devolución anual de impuestos a la renta. 329. Constitución de cauciones. 

330. Procedimiento ejecutivo. 331. Medidas de apremio personales. 332. Otros 

apremios. 333. Suspensión de la licencia para conducir. 334. Sanciones civiles. 

�����&OiXVXOD�GH�GXUH]D�������6HSDUDFLyQ�MXGLFLDO�GH�ELHQHV�������$XWRUL]DFLyQ�
para actuar de acuerdo al art. 138 CC. 338. Autorización para salir del país. 

339. Acción pauliana.

306. asPectos generales

Uno de los efectos patrimoniales del Derecho Familiar es el derecho de 
alimentos, el cual se encuentra regulado en los arts. 321 y ss. CC y en la 
LAFPPA. Tiene aplicación en el matrimonio, como un derecho recíproco 
de ORV� FyQ\XJHV�� HQ� OD�¿OLDFLyQ�� UHVSHFWR�GH� ORV� GHVFHQGLHQWHV� \� DVFHQ-
dientes, incluso para el que está por nacer; es un tema discutido por la 
doctrina, en cuanto a si se puede aplicar entre los convivientes civiles, sin 
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embargo, coincidimos con gonzález en que no es procedente la demanda 
de alimentos entre convivientes591.

Las normas aplicables dependerán del tipo de alimentos de que se tra-
WH��(Q�HVWH�VHQWLGR��ORV�DOLPHQWRV�VH�SXHGHQ�FODVL¿FDU�VHJ~Q�OD�IXHQWH�GH�
la obligación, en alimentos legales, si emanan de la ley, o voluntarios, si 
tienen por fuente la voluntad de las partes.

Los alimentos legales, también denominados forzosos, son aquellos que 
la ley establece en base al vínculo de parentesco, con la única excepción 
del que hizo una donación cuantiosa (art. 321 CC). 

Los alimentos voluntarios son aquellos que tienen su fuente en la vo-
luntad de las partes, ya sea por un acuerdo o por la declaración unilateral, 
de acuerdo al art. 337 CC,592�TXH�VH�UH¿HUH�D�ORV�DOLPHQWRV�UHJXODGRV�HQ�
testamento o en la donación. 

No se regula en nuestro país el contrato de alimentos, que establece, 
por ejemplo, el Código Civil español en el art. 1791, el cual estipula que 
“por el contrato de alimentos una de las partes se obliga a proporcionar 

vivienda, manutención y asistencia de todo tipo a una persona durante 

su vida, a cambio de la transmisión de un capital en cualquier clase de 

bienes y derechos”.

En los siguientes apartados analizaremos los distintos aspectos de los 
alimentos legales o forzosos, que forman parte de los efectos patrimoniales 
del Derecho Familiar. En cuanto a los alimentos voluntarios, se encuentran 
en los estudios sobre derecho sucesorio o en la donación.

591  gonzález castillo, Joel. “¿Alimentos? Y compensación económica en el acuerdo de 
unión civil”, Estudios de Derecho Familiar I. Actas Primeras Jornadas Nacionales, Facultad de 

Derecho Universidad de Chile, Cristián Lepin y Maricruz Gómez de la Torre (Coordinadores), 
Editorial Thomson Reuters, Santiago, Chile, 2016, pp. 285 y ss.

592  Art. 337 CC: “… que las disposiciones de este Título no rigen respecto de las asignaciones 

alimenticias hechas voluntariamente en testamento o por donación entre vivos; acerca de las 

cuales deberá estarse a la voluntad del testador o donante, en cuanto haya podido disponer 

libremente de lo suyo”.
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307. regulación

Las normas que regulan el derecho-deber de alimentos se encuentran 
principalmente en los arts. 321 y ss. del Código Civil y en la ley Nº 14.908593 
sobre Abandono de Familia y de Pago de Pensiones Alimenticias. También, 
existe fundamento en los tratados de derechos humanos vigentes en nuestro 
país, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de 
San José de Costa Rica”, Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
contra la Mujer y la Convención sobre los Derechos de Niño.594

Es menester considerar la Convención sobre la obtención de alimentos 
en el extranjero, decreto Nº 23, vigente desde 9 de enero de 1961, publi-
FDGR�HQ�HO�'LDULR�2¿FLDO�HO����GH�HQHUR�GHO�PLVPR�DxR��

Existen otras normas, en distintos textos legales, como por ejemplo: el 
art. 35 Código Tributario; art. 95 ley Nº 18.834 sobre Estatuto Adminis-
trativo; art. 94 ley Nº 18.883 que aprueba Estatuto Administrativo para 
Funcionarios Municipales; art. 33 ley Nº 18.961 Orgánica Constitucional 
de Carabineros de Chile; art. 17 ley Nº 18.600 que Establece Normas sobre 
'H¿FLHQWHV�0HQWDOHV�595

308. concePto de aliMentos

Según vodanovic, es “el derecho que tienen determinadas personas 
en estado de necesidad de exigir alimentos a otras también determinadas, 
las cuales están obligadas a proporcionárselos por mandato de la ley o 
acuerdo de las partes o por un tercero, como el testador que instituye un 
legado de alimentos”.596

593  Disponible en: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=172986&idParte=8720735 
[citado 2016-08-13].

594  schMidt hott, Claudia. 'HO� GHUHFKR�DOLPHQWDULR� IDPLOLDU� HQ� OD� ¿OLDFLyQ, Editorial 
Puntolex, Santiago, Chile, 2008, p. 31.

595  Véase lePin Molina, Cristián. Compendio de Normas de Derecho Familiar, op. cit., 
pp. 539 y ss.

596  vodanovic haklicka, Antonio. Derecho de alimentos, Editorial LexisNexis, Santiago, 
Chile, 2004, p. 4.
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Para caFFarena, “es la suma de dinero que una persona debe a otra para 
su mantenimiento y subsistencia”.597

En cambio, para raMos, “es el que la ley otorga a una persona para 
demandar de otra, que cuenta con los medios para proporcionarlos, lo 
que necesite para subsistir de un modo correspondiente a su posición 
social, que debe cubrir a lo menos el sustento, habitación, vestidos, salud, 
movilización, enseñanza básica y media, aprendizaje de alguna profesión 
X�R¿FLR´�598

Desde el punto de vista de la obligación, se ha señalado que “se ha 
entendido como ‘obligación alimenticia’ el deber jurídico de una persona 
(alimentante) de suministrar alimentos a otra (alimentario) en virtud de 
la disposición de la ley o de la voluntad del hombre”.599

(O�&yGLJR�&LYLO�HVSDxRO�OR�GH¿QH�FRPR�“todo lo que es indispensable 

para el sustento, habitación, vestido y asistencia médica” (art. 142).

En este sentido, podríamos decir que el derecho de alimentos es una 
prestación, que se paga preferentemente en dinero, en que una persona debe 
proporcionar lo necesario para que otra pueda subsistir modestamente de 
acuerdo a su posición social.

309. FundaMentos del deber aliMentario

Según vodanovic, “la obligación alimenticia que la ley impone a los 
cónyuges, a los parientes que ella señala y a los padres e hijos adoptivos 
tiene por fundamento un deber de solidaridad familiar; la que se impone 
al autor de una violación de la cual resulta un hijo, en el deber paterno; la 
que en la mayoría de los casos pesa sobre la masa de acreedores respecto 

597  caFFarena de Jiles, Elena. De las pensiones alimenticias, segunda edición, Editorial 
Fallos del Mes, Santiago, Chile, 1986, p. 34.

598  raMos Pazos, René. Derecho de Familia, op. cit., p. 543.
599  Peña gonzález, Carlos et al. “Nueva regulación del derecho de alimentos”, Serie 

/HJLVODWLYD�1���� Servicio Nacional de la Mujer, Gobierno de Chile y Universidad Diego 
Portales, Santiago, Chile, 2002, p. 27.
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del fallido y su familia, en un deber de humanidad que limita el interés 
económico; y la que se impone al donatario a favor del donante, en un 
deber de gratitud”.600

Es indudable que existe un fundamento distinto si se trata de una re-
lación de parentesco (como en los números 1 al 4 del art. 321 CC), que 
si se trata de la persona que hizo una donación cuantiosa. En el primer 
caso, nos parece que se trata de una expresión del principio de protec-
ción de la familia, que tiene como fundamento la solidaridad familiar. 
El bien jurídico protegido es el de la vida de la persona asegurándole 
su subsistencia.

En esta visión, claro solar sostiene que “la fuente de la obligación 
legal reside así en la solidaridad de la familia, en las estrechas relaciones 
que deben unir a los miembros del mismo grupo familiar. La comuni-
dad de afecciones y de intereses de toda especie que existe entre los 
miembros de la misma familia impone a éstos la obligación estricta de 
suministrar su subsistencia a aquellos que no alcanzan a asegurarla por su 
trabajo personal”.601

Según caFFarena, “… por encima de todo, existe el derecho a la vida 
que tiene todo ser humano y que, en el vano empeño de restablecer un 
matrimonio que ya está roto y que la presión del hambre, en el mejor de los 
casos, solo podría restablecer en apariencia, exponen a la mujer a la miseria 
y en muchos casos a la muerte, junto con los hijos que viven a su lado”.602

En similar sentido, schMidt, que señala que “nos ocuparemos en esta 
obra del derecho alimentario de los hijos y más ampliamente de los des-
cendientes, que conforme a las disposiciones legales y constitucionales 
pertinentes encuentra un Estatuto Jurídico especial, toda vez que el derecho 
alimentario a su favor con el contenido reseñado en el acápite anterior, 
HQFXHQWUD�VX�IXHQWH�HQ�XQ�KHFKR��FXDO�HV�OD�¿OLDFLyQ�ELROyJLFD�LQWHJUDQWH�

600  vodanovic haklicka, Antonio. Derecho de alimentos, op. cit., p. 5.
601  claro solar, Luis. Explicaciones de Derecho Civil chileno y comparado, v. II, t. III, 

op. cit., p. 376.
602  caFFarena de Jiles, Elena. De las pensiones alimenticias, op. cit., p. 32.
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del derecho esencial a la identidad personal estática, que la ley recoge, 
protege y debiera efectivizar, toda vez que se trata de un derecho que atañe 
a la dignidad del ser humano”.603

También se ha señalado que “el derecho de las pensiones alimenticias 
es sin duda alguna forma de justicia distributiva y no una forma de justicia 
correctiva. La justicia correctiva asociada a la familia suele establecerse 
en el derecho comparado cuando se asocia el pago de indemnizaciones a 
la ruptura unilateral del vínculo, por ejemplo. Pero una institución como 
esa no existe en nuestro derecho. En nuestro sistema legal el derecho de 
las pensiones alimenticias es puramente distributivo: repartir una cierta 
tasa de bienestar –la que produce el alimentante– entre los varios alimen-
tarios y sin exceder, en su conjunto, el cincuenta por ciento de sus rentas. 
El juez, entonces, no debe considerar cuestiones propias del derecho de 
GDxRV�±VDOYR� HO� H[FHSFLRQDO� FDVR�GH� OD� LQMXULD� DWUR]±� DO� WLHPSR�GH�¿MDU�
alimentos. Los criterios de justicia a ser aplicados en el derecho de las 
pensiones alimenticias son diversos: las necesidades del alimentario, las 
circunstancias domésticas del alimentante. El criterio propio de la justicia 
correctiva –la causación de un daño que debiera ser reparado– no debe ser 
considerado en el derecho de las pensiones alimenticias”.604

310. clasiFicación de los aliMentos legales

/RV�DOLPHQWRV�OHJDOHV�VH�SXHGHQ�FODVL¿FDU�VHJ~Q�

311. atendiendo a si reFiere al derecho 
a Pedir aliMentos o a la deuda Por Pensiones de aliMentos 

El derecho a pedir alimentos es el que tiene una persona de las señaladas 
por la ley, para subsistir con la pensión que debe pagar otra persona de las 
que establece la ley.

603  schMidt hott, Claudia. 'HO�GHUHFKR�DOLPHQWDULR�IDPLOLDU�HQ�OD�¿OLDFLyQ, op. cit., 
p. 65.

604  Peña gonzález, Carlos et al. “Nueva regulación del derecho de alimentos”, op. cit., 
pp. 11 y 12.
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En cambio, las deudas o pensiones alimenticias devengadas son aquellas 
que, estando reguladas en conformidad a la ley, no han sido pagadas por 
el alimentante.

/D� LPSRUWDQFLD� GH� HVWD� FODVL¿FDFLyQ� VH� IXQGDPHQWD� HQ� HO� GLIHUHQWH�
tratamiento que el legislador da al derecho a pedir alimentos (que se en-
cuentra especialmente protegido, en que se prohíben en general, los actos 
de disposición).

312. atendiendo a su duración, 
en aliMentos Provisorios o deFinitivos 

Alimentos provisorios son los que se deben pagar durante la tramita-
ción del juicio de alimentos, se regulan por el juez de familia junto con 
admitir a tramitación la demanda, con el solo mérito de los documentos 
o antecedentes presentados (art. 327 CC y art. 4º LAFPPA). Sin perjuicio 
del derecho de restitución en caso de sentencia absolutoria.

3RU�RWUD�SDUWH��DOLPHQWRV�GH¿QLWLYRV�VRQ�DTXHOORV�TXH�VH�HQWLHQGHQ�FRQ-
cedidos por toda la vida del alimentario (art. 332 CC), se establecen en la 
VHQWHQFLD��OD�TXH�SURGXFH�HIHFWRV�GHVGH�TXH�TXHGH�¿UPH�\�HMHFXWRULDGD��1R�
REVWDQWH�TXH�VH�VHxDODQ�TXH�VRQ�GH¿QLWLYRV�\�TXH�VH�HQFXHQWUDQ�DPSDUDGRV�
SRU� OD�FRVD� MX]JDGD��VH�GHEH�FRQVLGHUDU�TXH�VH�SXHGH�SHGLU� OD�PRGL¿FD-
ción de la pensión de alimentos (aumento, rebaja o cese), siempre que se 
acredite el cambio de circunstancias. En este sentido, en el nuevo juicio 
GHEHQ�DFUHGLWDUVH�VROR�ODV�FLUFXQVWDQFLDV�TXH�MXVWL¿FDQ�OD�PRGL¿FDFLyQ�R�
el cese solicitado.

313. atendiendo al beneFiciado, 
se distingue en aliMentos Para Menores de edad o Para Mayores 

$OLPHQWRV�PHQRUHV�VRQ�DTXHOORV�HQ�TXH�ORV�EHQH¿FLDGRV�VRQ�ORV�KLMRV�
menores de 18 años. En la actualidad se ha abandonado la expresión meno-
res, por lo que más bien deberíamos referirnos a los alimentos para los hijos.

(Q�FDPELR��DOLPHQWRV�PD\RUHV�VRQ�DTXHOORV�HQ�TXH�HO�EHQH¿FLDGR�HV�XQ�
adulto, que puede ser un hijo (hasta los 21 o 28 años, según se analizará) 
u otro pariente (art. 321 CC). 
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En este caso, el legislador facilita la obtención y la prueba a través de 
alguna de las presunciones que establece la LAFPPA.

314. derecho de aliMentos

El derecho de alimentos es la facultad para pedir alimentos a las personas 
expresamente señaladas por la ley. 

¿Desde cuándo se deben los alimentos? Según el art. 331 CC, los ali-
mentos “se deben desde la primera demanda y se pagarán por mesadas 

anticipadas”. No obstante, la doctrina ha discutido si basta con que se 
FRQ¿JXUHQ� ORV� UHTXLVLWRV� R� VL� HV� QHFHVDULR� XQD� UHVROXFLyQ� MXGLFLDO��$Vt��
vodanovic señala que “la obligación de dar alimentos a las personas que 
la ley determina se origina desde que concurre en éstas el requisito del 
estado de necesidad y desde entonces pueden solicitarlos. Cuando se de-
mandan judicialmente, la ley considera el estado de necesidad a partir de 
la demanda, y por eso declara que los alimentos se deben desde la primera 
demanda (C. Civil, art. 331)”.605

No obstante, estimamos que para que exista la obligación o el deber 
alimentario, se debe regular judicialmente, siendo esta la forma de enten-
der la expresión “desde la primera demanda”. Es menester acreditar los 
requisitos legales en un juicio, salvo en los casos de transacción, en que 
solo se requiere la aprobación del juez de familia.

6H�GHEH�SUHFLVDU�TXH�QR�HV�VX¿FLHQWH�OD�GHPDQGD�QL�VX�SURYHtGR��VLQR�
TXH�VHUi�IXQGDPHQWDO�TXH�VH�QRWL¿TXH�DO�DOLPHQWDQWH��

Como ya señalamos, el bien jurídico protegido es el derecho a la vida, 
por lo que este derecho presenta las siguientes características:

a) Es de orden público. Las normas sobre los alimentos no solo protegen 
HO�LQWHUpV�SDUWLFXODU�GHO�EHQH¿FLDULR��VLQR�WDPELpQ�H[LVWH�XQ�LQWHUpV�VRFLDO�
comprometido. En este sentido, sus normas son de orden público familiar. 
Así, para claro solar, “la ley ha atribuido a la prestación de alimentos 

605  vodanovic haklicka, Antonio. Derecho de alimentos, op. cit., p. 24.
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FDUDFWHUHV�HVSHFLDOHV�TXH�OH�GDQ�XQD�¿VRQRPtD�SDUWLFXODU��GLVWLQJXLpQGROD�GH�
las demás obligaciones civiles. Establecida más que en interés inmediato de 
la persona a quien los alimentos deben ser proporcionados, en interés de la 
IDPLOLD��OR�KD�VLGR�SRU�OR�PLVPR�HQ�LQWHUpV�GHO�(VWDGR�\�SXHGH�VHU�FDOL¿FDGD�
la obligación que ella impone, como de orden público”606. En un sentido 
similar, caFFarena señala que, “en realidad, parecería más lógico invertir 
los términos y decir que, siendo el derecho de alimentos imprescriptible, 
no pudiendo renunciarse y prohibiéndose la intervención de jueces árbitros 
HQ�OD�VROXFLyQ�GH�ORV�FRQÀLFWRV�TXH�VREUH�VX�SURFHGHQFLD�VH�VXVFLWHQ��GHEH�
considerarse de orden público, ya que la ley ni ha enumerado los preceptos 
GH�RUGHQ�S~EOLFR��QL�KD�GH¿QLGR�OR�TXH�GHEH�HQWHQGHUVH�SRU�WDO´�607

b) Es irrenunciable. Así lo señala expresamente el art. 334 CC: “el de-

recho de pedir alimentos no puede transmitirse… ni renunciarse”. En este 
sentido, claro solar señala que “aunque la ley no hubiera prohibido su 
renuncia, habría habido que llegar a la misma conclusión porque renunciar 
a los alimentos sería renunciar a la vida y el hombre no tiene este derecho; 
o equivaldría a descargar al deudor de los alimentos, pariente inmediato del 
acreedor generalmente, de una deuda para hacerla recaer sobre la sociedad 
que no debe dejar perecer al indigente por falta de alimentos, lo que el 
individuo no puede tampoco hacer”.608

c) Es un derecho personalísimo. El ejercicio del derecho de alimentos 
y sus consecuencias jurídicas son inherentes a la persona y no se pueden 
transmitir. En palabras de claro solar, “… tanto el derecho como la 
obligación que emanan de la prestación alimenticia reconocida por la ley, 
son esencialmente personales en su ejercicio y no siguen la suerte de los 
demás derechos y obligaciones que constituyen el patrimonio”.609

d) Es una obligación recíproca entre parientes. No lo dice expresamente, 
pero se puede deducir del artículo 321 CC, que señala: “se deben alimentos”. 

606  claro solar, Luis. Explicaciones de Derecho Civil chileno y comparado, v. II, t. III, 
op. cit., p. 463.

607  caFFarena de Jiles, Elena. De las pensiones alimenticias, op. cit., p. 40.
608  claro solar, Luis. Explicaciones de Derecho Civil chileno y comparado, v. II, t. III, 

op. cit., p. 464.
609  Ibíd., p. 463.
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A diferencia del CC español, que en el art. 143 señala: “están obligados 

recíprocamente a darse alimentos…”. La única excepción corresponde 
al Nº 5 del art. 321 CC al señalar “al que hizo una donación cuantiosa”.

e) Es intransferible. Según el art. 334, “el derecho de pedir alimentos no 

puede… ni venderse o cederse de modo alguno”. En palabras de Caffarena, 
³VL�HO�GHUHFKR�GH�DOLPHQWRV�WLHQH�SRU�¿QDOLGDG�DVHJXUDU�D�XQD�SHUVRQD�ORV�
elementos indispensables para la vida, es lógico que se estime inalienable, 
pues dice aubry et rau, que la cesión ‘neutralizaría los resultados que 
quiso obtener el legislador’”.610

f) Es intransmisible. El art. 334 CC señala expresamente que, “el derecho 

de alimentos no puede transmitirse…”. Para claro solar, “el derecho de 
pedir alimentos es de aquellos cuyo ejercicio es enteramente personal, a los 
que se da por eso el nombre de personalísimos. Subordinado esencialmente 
a las necesidades del indigente, no puede sobrevivirle”.611

g) Es inembargable (art. 1618 Nº 9 CC). Como señala vodanovic, “du-
rante la sola vigencia del Código Civil, si bien el derecho de pedir alimentos 
era inembargable, por ser un derecho cuyo ejercicio es enteramente personal 
(artículo 1618 Nº 9 y 2465), las pensiones alimenticias forzosas mismas 
solo escapaban del embargo en la mayor parte de su cantidad pero no en el 
todo, pues habría un porcentaje embargable. El Código de Procedimiento 
&LYLO��GLFWDGR�FRQ�SRVWHULRULGDG��PRGL¿Fy�OD�VLWXDFLyQ�\�GHFODUy��D�VHFDV��
no embargables las pensiones alimenticias forzosas (art. 445, Nº 3). Hoy 
son pues inembargables en su monto íntegro o total”.612

h) Es imprescriptible. Se trata de un derecho que tiene por objeto proteger 
la vida de una persona, procurando lo necesario para su subsistencia, en 
este contexto el derecho a pedir alimentos no puede prescribir por el plazo 
del tiempo. Podrá siempre solicitarse si se cumplen los requisitos que se 
analizarán a continuación.

610  caFFarena de Jiles, Elena. De las pensiones alimenticias, op. cit., p. 53.
611  claro solar, Luis. Explicaciones de Derecho Civil chileno y comparado, v. II, t. III, 

op. cit., p. 468.
612  vodanovic haklicka, Antonio. Derecho de alimentos, op. cit., p. 198.
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315. requisitos del derecho de aliMentos

3DUD�FRQ¿JXUDU�HO�GHUHFKR�GH�DOLPHQWRV�VH�GHEHQ�DFUHGLWDU�HQ�MXLFLR�ORV�
siguientes requisitos: 1º existencia de un título; 2º necesidades del alimen-
tario; y, 3º facultades del alimentante.

316. existencia de un título

6H�HQWLHQGH�SRU�WtWXOR�OD�MXVWL¿FDFLyQ�MXUtGLFD�TXH�SHUPLWH�VROLFLWDU�DOL-
mentos. Se encuentran señalados en el art. 321 CC, norma a la que se debe 
agregar el art. 1º LAFPPA.

Según el art. 321 CC, ³VH�GHEHQ�DOLPHQWRV�����DO�FyQ\XJH�����D�ORV�GHV-
FHQGLHQWHV�����D�ORV�DVFHQGLHQWHV�����D�ORV�KHUPDQRV��\����DO�TXH�KL]R�XQD�
donación cuantiosa, si no hubiere sido rescindida o revocada”. Por su parte, 
HO�DUW�����/$)33$�LQF��¿QDO�SUHVFULEH�TXH�“la madre de cualquier edad, 

podrá solicitar alimentos para el hijo ya nacido o que está por nacer”. 

Tratándose de alimentos para los hijos, se debe considerar que si existe 
sociedad conyugal, será de su cargo el pago de los alimentos, en caso con-
trario, los padres contribuirán en proporción a sus respectivas facultades 
económicas (art. 230 CC).613 En cambio, cuando los alimentos no fueren 
SDJDGRV�R�QR�IXHUHQ�VX¿FLHQWHV�SDUD�VROYHQWDU�ODV�QHFHVLGDGHV�GHO�KLMR��VH�
SXHGH�GHPDQGDU�D�ORV�DEXHORV��DUWV�����LQF��¿QDO�/$)33$�\�����&&��614

3RU�~OWLPR��VHJ~Q�HO�DUW������&&��VL�OD�¿OLDFLyQ�IXH�GHWHUPLQDGD�FRQWUD�
la voluntad del padre o madre, quedará privado del derecho de alimentos, 

613  Véase sentencia de la Corte Suprema de 22 de enero de 2014, en causa rol Nº 6212-2013.
614  Sobre la obligación de proporcionar alimentos de los abuelos, Cfr. núnez JiMénez, Carlos. 

“La obligación de alimentos de los abuelos: estudio jurisprudencial y dogmático”, Revista 

Chilena de Derecho Privado [online], 2013, Nº 21, pp. 47-88. Disponible en: http://www.
scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718-80722013000200003&lng=es&nrm=iso. 
ISSN 0718-8072. http://dx.doi.org/10.4067/S0718-80722013000200003 [citado 2016-07-14]; 
sobre la jurisprudencia de la Corte Suprema, sentencia de 29 de febrero de 2012, en causa rol 
Nº 10444-2011; de 30 de octubre de 2012, en causa rol Nº 2416-2012; de 17 de diciembre de 
2014, en causa rol Nº 21.756-2014.
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salvo que el hijo restablezca sus derechos una vez que alcance la mayoría 
de edad. 

(O�WtWXOR�VH�GHEH�DFUHGLWDU�SRU�OD�UHVSHFWLYD�SDUWLGD�R�FHUWL¿FDGR�TXH�Gp�
cuenta del parentesco que se invoca, salvo en el caso de la donación, en 
que se debe probar este acto jurídico. Si bien ya no se exigen documentos 
fundantes, es indispensable acompañar a la demanda el título para que el 
juez se pueda pronunciar sobre los alimentos provisorios.

317. necesidades del aliMentario 

Nuestro legislador no señala en qué consiste la prestación alimentaria, 
como sí lo hace el CC español en su art. 142, según el cual corresponde 
a “… todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido y 

asistencia médica”; luego agrega que “los alimentos comprenden también 

la educación e instrucción del alimentista, mientras sea menor de edad y 

aun después, cuando no haya terminado su formación por causa que no le 

sea imputable”. Por último, señala que “entre los alimentos se incluirán los 

gastos de embarazo y parto, en cuanto no estén cubiertos de otro modo”.

Se recurre a una expresión abierta, por lo que será el juez de familia quien 
determine su contenido. Así, el art. 330 CC señala que “los alimentos no se 

deben sino en la parte en que los medios de subsistencia del alimentario no 

le alcancen para subsistir de un modo correspondiente a su posición social”. 
Es decir, el contenido de la prestación está determinado por los medios de 
subsistencia, donde se deben considerar los alimentos, vestuario, habitación, 
transporte, entre otras necesidades básicas para la vida de una persona. 

En el caso de los hijos, se debe tener presente, si son menores de 18 
años, lo necesario para su recreación o esparcimiento, además de una 
SURIHVLyQ�X�R¿FLR��&RQ�ORV�DOLPHQWRV�VH�SHUVLJXH�TXH�OD�VHSDUDFLyQ�GH�ORV�
padres no provoque más perjuicios de los que por sí provoca esta situación, 
y que pueda mantener el alimentario “su status de vida sin verse obligado 
a enfrentar mayores cambios”.615

615  etcheberry court, Leonor. “Los derechos y obligaciones entre padres e hijos y la patria 
potestad”, (O�QXHYR�HVWDWXWR�¿OLDWLYR�\� ODV�PRGL¿FDFLRQHV�DO�GHUHFKR�VXFHVRULR, Fundación 
Facultad de Derecho Universidad de Chile, Santiago, Chile, 1999, p. 121.
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En cuanto al alcance, debe considerarse la subsistencia de una perso-
na de acuerdo a su posición social. Para schMidt, “grave es la solución 
que dio el Parlamento chileno, pues es discriminatoria y por tanto in-
constitucional, pues discrimina a los seres humanos tomando en cuenta 
su posición o rango social”.616 Si bien compartimos que se trata de una 
expresión discriminatoria, se debe considerar que permite mantener las 
condiciones de vida de una persona en función de su realidad social, 
FHGH�HQ�EHQH¿FLR�GHO�DOLPHQWDULR��WRGD�YH]�TXH�GH�QR�H[LVWLU�HVWD�QRUPD�
se procuraría lo básico para subsistir, lo que podría implicar una merma 
en las condiciones de vida.

318. Facultades del aliMentante 

1R�HV�VX¿FLHQWH�FRQ�DFUHGLWDU�HO�WtWXOR�\�ODV�QHFHVLGDGHV��HV�QHFHVDULR�
además probar en juicio que el alimentante tiene los medios para propor-
cionar los alimentos. En este sentido, el art. 329 CC prescribe que “en la 

tasación de alimentos deberán tomar siempre en consideración las facul-

tades del deudor y sus circunstancias domésticas”.

Por facultades debemos entender las rentas del alimentante, es decir, 
todos sus ingresos ordinarios o extraordinarios, ya sea que se exprese en 
su sueldo, salario, honorarios u otros. Se deben excluir las asignaciones 
por carga de familia, ya que estas corresponderán a la persona que causa la 
asignación y son inembargables (art. 7º LAFPPA).

La doctrina ha discutido quién tiene la carga de la prueba de las necesida-
des del alimentario. Así, para barros, “la prueba de la pobreza del alimen-
tario correspondería en estricto rigor, a éste, como demandante, debiendo 
MXVWL¿FDU�VX�WtWXOR�OHJDO�SDUD�SHGLUORV�\�VX�IDOWD�GH�PHGLRV�GH�VXEVLVWHQFLD��
pero, siendo este último un hecho negativo, que no puede transformarse en 
OD�D¿UPDFLyQ�GH�XQ�KHFKR�SRVLWLYR�FRQWUDULR��QR�HV�VXVFHSWLEOH�GH�SUXHED�
GLUHFWD��\�SRU�HVWD� UD]yQ�VHUi�HO�GHPDQGDGR�TXLHQ�GHED� MXVWL¿FDU�TXH�HO�
demandante no se halla en el caso previsto por la ley, pues a él le será 
fácil la demostración del hecho positivo de los recursos con que cuenta el 
alimentario para subsistir. De otra manera, se burlaría el derecho de pedir 

616  schMidt hott, Claudia. 'HO�GHUHFKR�DOLPHQWDULR�IDPLOLDU�HQ�OD�¿OLDFLyQ, op. cit., p. 61.
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alimentos”.617 En este sentido, se ha resuelto que “… la obligación procesal 
GH�SURSRUFLRQDU�WRGD�OD�SUXHED�TXH�SHUPLWD�YLVXDOL]DU�ODV�IDFXOWDGHV�¿QDQ-
cieras del demandado le concierne a él, sin perjuicio de la prerrogativa de 
la contraria de refutarla en la forma legal que corresponda”.618

En cambio, para claro solar, “no se ve por qué no habría de tener 
aplicación en el presente caso la regla general que impone al demandante 
la prueba de su demanda, actori incumbit onus probandi, sancionada por 
el artículo 1698 de nuestro Código Civil. El acreedor de los alimentos es 
quien reclama y es él el demandante; a él le corresponde, por consiguiente, 
establecer que su demanda es procedente, es decir él debe probar: 1º. La 
realidad y la extensión de sus necesidades alimenticias; y 2º. La realidad 
y la importancia de los recursos de que puede disponer el demandado 
para socorrerlo”.619

No obstante, la reforma de la ley Nº 20.152620�TXH�PRGL¿FD�HO�DUWtFXOR�
5º LAFPPA invierte la carga de la prueba de las facultades del alimentante, 
ya que “el juez debe ordenar que el demandado acompañe, en la audien-

cia preparatoria, las liquidaciones de sueldo, copia de la declaración de 

impuesto a la renta del año precedente y de las boletas de honorarios 

emitidas durante el año en curso y demás antecedentes que sirvan para 

determinar su patrimonio y capacidad económica. En el evento de que 

no disponga de tales documentos, acompañará, o extenderá en la propia 

audiencia, una declaración jurada, en la cual dejará constancia de su 

patrimonio y capacidad económica. La declaración de patrimonio deberá 

señalar el monto aproximado de sus ingresos ordinarios y extraordinarios, 

individualizando lo más completamente posible, si los tuviere, sus activos, 

tales como bienes inmuebles, vehículos, valores, derechos en comunidades 

o sociedades”.

617  barros errázuriz, Alfredo. Curso de Derecho Civil, tercer año (primera parte), v. IV, 
Editorial Nascimento, Santiago, Chile, 1931, p. 320.

618  Sentencia de la Corte Suprema de 15 de diciembre de 2014, en causa rol Nº 18924-2014, 
considerando 7º.

619  claro solar, Luis. Explicaciones de Derecho Civil chileno y comparado, v. II, t. III, 
op. cit., p. 445.

620  Disponible en: https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=257179 [citado 2016-08-13].



377Derecho Familiar chileno

De esta forma, es el demandado (alimentante) quien debe proporcionar 
al tribunal los documentos que permiten acreditar todos sus ingresos y 
patrimonio. Incluso, en caso de no contar con estos documentos, deberá 
realizar una declaración de patrimonio. 

Sin embargo, no parece correcto que se incorporen en la audiencia pre-
paratoria, no se aprecia la utilidad de esta norma, ya que, por una parte, los 
alimentos provisorios son regulados al proveer a la demanda, y por otro, 
la prueba en un juicio oral se debe incorporar en la audiencia de juicio. 

Tratándose de alimentos para hijos menores de 18 años, el art. 3º 
LAFPPA establece una presunción de las facultades del padre o madre, 
al señalar que “se presumirá que el alimentante tiene los medios para 

otorgarlos”621. En este caso, la pensión mínima no podrá ser inferior al 
cuarenta por ciento de un ingreso mínimo remuneracional y, tratándose 
de dos o más menores, dicho monto no podrá ser inferior al treinta por 
ciento por cada uno de ellos.622�/D�¿QDOLGDG�HV�HYLWDU�OD�HYDVLyQ�SRU�SDUWH�
del alimentante y asegurar lo mínimo para que puedan subsistir los hijos 
menores de edad.623

621  En este sentido, la sentencia de la Corte Suprema de 20 de abril de 2009, en causa 
rol Nº 1293-2009, señala “que como puede apreciarse el fallo impugnado para establecer la 
capacidad económica del alimentante ha dado aplicación a la presunción establecida en el inciso 
primero del artículo 3º de la ley Nº 14.908, en orden a que éste tiene medios para otorgarlos. Lo 
anterior, no implica en ningún caso, que por efectos de tal presunción legal se deba considerar 
que el mismo percibe como ingresos el equivalente a un ingreso mínimo. La ley en este sentido 
lo que hace es presumir la circunstancia que el alimentante posee medios para cumplir con 
la obligación alimenticia que sobre el mismo recae, respecto en este caso de un hijo. De allí 
entonces que sus alegaciones en este sentido resulten totalmente improcedentes y carentes de 
fundamento jurídico” (considerando 3º). 

622  Así, la sentencia de la Corte Suprema de 28 de mayo de 2012, en causa rol Nº 12186-
2011, señala “que la determinación del tribunal de alzada sobre la cuantía de la pensión de 
alimentos que el demandado debe pagar a favor de las alimentarias de autos, no se ajusta a lo 
dispuesto por la disposición transcrita en el motivo precedente, puesto que tratándose de dos las 
DOLPHQWDULDV�GH�DXWRV�ORV�DOLPHQWRV�GHFUHWDGRV�UHVXOWDQ�LQIHULRUHV�DO�HTXLYDOHQWH�DO������GH�XQ�
ingreso mensual remuneracional, por cada una de ellas”. Luego, agrega que “tal circunstancia 
QR�HQFXHQWUD��SRU�OR�GHPiV��MXVWL¿FDFLyQ�HQ�OD�VLWXDFLyQ�HFRQyPLFD�GHO�DOLPHQWDQWH��QL�HQ�ORV�
LQJUHVRV�SHUFLELGRV�SRU�pVWH��SXHVWR�TXH�HO�PRQWR�¿MDGR�HQ�HO�IDOOR�GH�SULPHU�JUDGR��QR�VXSHUDED�
HO�OtPLWH�OHJDO�GHO������TXH�HVWDEOHFH�HO�DUWtFXOR����GH�OD�OH\�1��������´��FRQVLGHUDQGR������

623  Así, sentencia de la Corte Suprema de 11 de noviembre de 2013, en causa rol Nº 5181-
2013, considerando 6º.
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Se trata de una presunción simplemente legal, es decir, el alimentante 
SXHGH� MXVWL¿FDU�TXH� FDUHFH�GH� ORV�PHGLRV�SDUD�SDJDU� HO�PRQWR�PtQLPR��
caso en que el juez puede rebajarlo prudencialmente. Así, se ha resuelto 
que “en lo que concierne al artículo 3º de la ley Nº 14.908, es lo cierto 
TXH�OD�SUHVXQFLyQ�TXH�HVWDEOHFH�HQ�VX�LQFLVR�¿QDO�GH�FDUD�D�TXH�HO�SDGUH�
alimentante que es demandado de alimentos por un hijo menor dispone 
de los medios para proporcionarlos, ha perdido toda trascendencia en lo 
presente, como quiera que el impugnante no ha desconocido en autos su 
actual remuneración se ha elevado considerablemente con respecto a la que 
disponía en la regulación cuyo monto discute, al punto que en el propio 
HVFULWR�GH�FDVDFLyQ�H[SUHVD�TXH�VXV�LQJUHVRV�ÀXFW~DQ�PHQVXDOPHQWH�HQWUH�
doscientos cincuenta mil y trescientos cuarenta y cuatro mil pesos”. Luego, 
agrega que “no hace falta detenerse mayormente en torno a que la prueba 
presuncional queda preterida cuando existe otra de mayor jerarquía, como 
la que viene de destacarse, lo que trae como consecuencia que el hipoté-
tico vicio que esta última sección del recurso se presenta, en caso alguno 
LQÀX\HUD�HQ�OR�GLVSRVLWLYR´�624

En este sentido, la Corte Suprema, al determinar la procedencia o im-
procedencia de aplicar la presunción en orden a que el demandado posee 
los medios necesarios para satisfacer una pensión de alimentos, ha resuelto 
“que para la aplicación de dicha presunción, resulta determinante, en el caso 
de autos, el proyecto de transacción incluida como prueba en los fallos de 
primera y segunda instancia, en el cual se convenía…”. Luego, agrega “que, 
por consiguiente, de todo lo expuesto aparece que la oposición del deman-
dado a la pensión regulada, contradice ostensiblemente sus actos propios, 
que expresaron anteriormente la voluntad de aceptar una pensión cuyo 
PRQWR�H[FHGH�OD�VXPD�¿MDGD�SRU�ORV�VHQWHQFLDGRUHV�HQ�HO�IDOOR�LPpugnado, 
actitud que contraría el principio general de la buena fe”.625

319. deudas aliMentarias

Una vez determinada por las partes (en transacción aprobada judicial-
mente) o por el juez de familia competente, nace el deber u obligación 

624  Sentencia de la Corte Suprema de 28 de julio de 2014, en causa rol Nº 17261-2013, 
considerando 7º.

625  Sentencia de la Corte Suprema de 24 de febrero de 2009, en causa rol Nº 384-2009, 
considerandos 5º y 6º.
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alimentaria.626 En este caso, ante el incumplimiento del alimentante, surge 
un derecho de crédito a favor del alimentario.

Para vodanovic, “en general, crédito devengado es aquel al cual se ha 
adquirido el derecho a percibirlo y pensión alimenticia atrasada no es sino 
aquella a la cual se ha adquirido el derecho a percibirla y sin embargo no 
se ha logrado, sea porque no se ha cobrado o, a pesar de haberlo hecho, 
su deudor no la ha pagado”.627

Sin embargo, las deudas tienen características distintas respecto al derecho 
a pedir alimentos. En este caso, las partes pueden disponer de lo adeudado. 
Así, las pensiones alimenticias atrasadas pueden renunciarse o compensarse, 
transmitirse, transferirse y prescriben de acuerdo a las reglas generales (art. 
336 CC). No obstante, las pensiones alimenticias atrasadas devengarán el 
interés corriente entre la fecha del vencimiento y el pago efectivo (art. 14 
inc. 5º LAFPPA).

320. duración de la obligación aliMentaria

La regla general es que los alimentos se entienden concedidos para toda 
la vida del alimentario, continuando las circunstancias que legitimaron 
la demanda (art. 332 CC). En consecuencia, la prestación alimentaria 
HV�LQGH¿QLGD�

/R�DQWHULRU�QR�VLJQL¿FD�TXH�QR�VH�SXHGD�PRGL¿FDU��SRU�HO�FRQWUDULR��VH�
puede aumentar, disminuir o terminar. En los dos primeros casos, se debe 
solicitar a través de una demanda de aumento o rebaja de la pensión alimen-
ticia, y en el juicio respectivo se deberá probar el cambio de circunstancias, 
no debiéndose acreditar nuevamente los requisitos del derecho a pedir 
alimentos: Título, necesidades ni las facultades. Así, la Corte Suprema, por 
sentencia de 13 de marzo de 2013, ha resuelto que, “en efecto, el inciso 

626  La distinción entre deber u obligación se basa en que la obligación queda sujeta a un 
régimen jurídico normalmente disponible para las partes en aplicación de la autonomía de la 
voluntad. En cambio, el deber jurídico estaría impuesto por la ley, por lo que queda excluido 
de la autonomía de la voluntad y sujeta a un régimen de cumplimiento. En un sentido similar, 
schMidt hott, Claudia. 'HO�GHUHFKR�DOLPHQWDULR�IDPLOLDU�HQ�OD�¿OLDFLyQ, op. cit., pp. 45 y ss.

627  vodanovic haklicka, Antonio. Derecho de alimentos, op. cit., p. 211.
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SULPHUR�DUWtFXOR�����GHO�&yGLJR�&LYLO��SRVLELOLWD�PRGL¿FDU�HO�PRQWR�GH�OD�
SHQVLyQ�GH�DOLPHQWRV�\D�¿MDGD�HQ�OD�PHGLGD�TXH�YDUtHQ�ODV�FLUFXQVWDQFLDV�
que se tuvieron presente al establecerla; y el artículo 333 del mismo cuerpo 
legal establece que es el juez quien debe regular la forma y cuantía en la 
TXH�KDQ�GH�SUHVWDUVH�ORV�DOLPHQWRV��(Q�HVWH�VHQWLGR��UHD¿UPD�OR�DQWHULRU��
que es un hecho no discutido por las partes, que el alimentario, con pos-
WHULRULGDG�D�OD�¿MDFLyQ�GHO�PRQWR�GH�OD�SULPLWLYD�SHQVLyQ�GH�DOLPHQWRV��VH�
enfermó de cáncer, lo que indudablemente constituye una variación de 
FLUFXQVWDQFLDV� TXH� MXVWL¿FD�XQ� VLJQL¿FDWLYR� DXPHQWR�GH� ODV� QHFHVLGDGHV�
económicas del menor”. 

321. cese o térMino de la Pensión de aliMentos

Para demandar el cese de la pensión de alimentos se debe acreditar la 
causal legal que habilita para poner término a la pensión, lo que puede 
ocurrir en el caso de los descendientes y los hermanos, una vez que cum-
SODQ����DxRV��VDOYR�TXH�HVWpQ�HVWXGLDQGR�XQD�SURIHVLyQ�X�R¿FLR��HQ�HVWH�
caso cesará a los 28 años. 

Otra excepción, que establece la LAFPPA, se aplica a los casos en que 
los hijos o los hermanos se encuentren con una incapacidad física o mental 
que les impida subsistir por sí mismos (art. 332 inc. 2º CC). 

/R�PLVPR�SXHGH�RFXUULU�HQ�ORV�FDVRV�GH�GLYRUFLR��HQ�TXH�VH�SRQH�¿Q�D�
todas las obligaciones de carácter patrimonial entre los cónyuges, como, 
por ejemplo, el derecho de alimentos (art. 60 NLMC).

También cesa la obligación alimenticia con la muerte del alimentario, 
dado el carácter personalísimo del derecho a pedir alimentos. En consecuen-
cia, con la muerte del titular del derecho de alimentos (intransmisibilidad), 
se extingue la obligación del alimentante (art. 332 CC).628

En palabras de góMez de la torre, “con respecto a las pensiones ali-
menticias devengadas y no cobradas antes de la muerte del alimentario, 

628  En este sentido, góMez de la torre vargas, Maricruz��(O�VLVWHPD�¿OLDWLYR�FKLOHQR, 
Editorial Jurídica de Chile, Santiago, Chile, 2007, p. 213.
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éstas se transmiten por causa de muerte, porque forman parte del patrimo-
nio de éste y pueden ser demandadas por sus herederos (artículo 336)”.629

Según el art. 324 inc. 1º CC, cesa la obligación alimentaria en caso de 
injuria atroz, considerando por tal las conductas del art. 968 CC, pero el juez 
puede moderar el rigor de esta disposición si la conducta del alimentario 
fuera atenuada por circunstancias graves en la conducta del alimentante. 

322. asPectos Procesales

En materia de alimentos, se debe distinguir entre el procedimiento decla-
rativo y el procedimiento de cumplimiento. En el primer caso, es competente 
“el juez de familia del domicilio del alimentante o del alimentario a elec-

ción de este último”. Para conocer de las demandas de aumento, el mismo 
tribunal que decretó la pensión o el del nuevo domicilio del alimentario, a 
elección del alimentario. Por último, para las demandas de rebaja o cese es 
competente el juez de familia del domicilio del alimentario (art. 1º LAFPPA).

En cambio, del procedimiento de cumplimiento debe conocer el tribunal 
que la dictó en única o en primera instancia o el del nuevo domicilio del 
alimentario (art. 11 LAFPPA).

323. ProcediMiento declarativo 

El procedimiento declarativo se tramita en conformidad al procedimiento 
ordinario, ante los Tribunales de Familia (arts. 55 y ss. LTF).

Se inicia por demanda escrita, que debe cumplir los requisitos generales 
de la demanda (arts. 57 LTF y 254 CPC). Además, como se trata de una 
PDWHULD�GH�PHGLDFLyQ�SUHYLD�\�REOLJDWRULD��VH�GHEH�DFRPSDxDU�HO�FHUWL¿FDGR�
de mediación frustrada (arts. 57 inc. 2º y 106 LTF). La demanda podrá 
omitir la indicación del domicilio del demandado si este no se conociera 
(art. 2º LAFPPA) (situación excepcional en el ordenamiento jurídico chi-
leno), lo que podría determinar que en los casos en que no se conozca el 

629  Ibíd.
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domicilio del alimentante, se presente la demanda ante cualquier tribunal 
de familia.

El demandado debe informar al tribunal cualquier cambio de domicilio, 
de empleador y del lugar de trabajo, dentro de los 30 días siguientes al 
cambio (art. 2º LAFPPA). 

Según el art. 1º LAFPPA, “la madre, cualquiera sea su edad, podrá 

solicitar alimentos para el hijo ya nacido o que está por nacer.630 Si aquella 

es menor, el juez deberá ejercer la facultad que le otorga el artículo 19 

GH�OD�OH\�1����������HQ�LQWHUpV�GH�OD�PDGUH´. Es decir, se puede designar 
un curador ad litem para que represente sus intereses en juicio. En este 
caso se designará a un abogado de la Corporación de Asistencia Judicial 
o de cualquier institución pública o privada que se dedique a la defensa o 
promoción o protección de sus derechos.

En cambio, si se trata de hijos mayores de edad, el art. 19 LTF permi-
te que el padre o madre que vive con su hijo mayor de edad se entienda 
legitimado por el solo ministerio de la ley para demandar, cobrar y per-
cibir las pensiones de alimentos a favor del hijo (salvo que el hijo decida 
actuar personalmente). En este caso, además de acreditar, en la demanda, 
el parentesco, será necesario probar que él vive con el hijo (a través de 
XQ�FHUWL¿FDGR�GH�UHVLGHQFLD��SRU�HMHPSOR���(Q�FDVR�FRQWUDULR��VH�GHEHUtD�
rechazar la demanda en el control de admisibilidad (art. 54-1 LTF).

En estos procedimientos, el juez deberá pronunciarse sobre los alimentos 
provisorios, junto con admitir la demanda a tramitación, con el solo mérito 
de los documentos y antecedentes presentados (arts. 4º LAFPPA y 327 
CC). El juez que no dé cumplimiento incurre en falta o abuso, conforme 
al art. 536 COT.

630  Cfr. raMírez larenas, María Violeta. “El derecho de alimentos del que está por 
nacer”, Tesis de grado del Programa de Magíster en Derecho con mención en Derecho 
Privado, Facultad de Derecho, Universidad de Chile, Santiago, Chile, 2016; y aravena 
acevedo, Sofía. “Derecho de alimentos del que está por nacer”, Revista de Derecho de 

Familia,� ������1�����0RQRJUi¿FR� VREUH�$OLPHQWRV� \� SDJR� GH� SHQVLRQHV� DOLPHQWLFLDV��
pp. 75 y ss.
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Se trata de una medida cautelar de carácter innovativo, ya que altera la 
situación de hecho existente. En este caso, el alimentante tiene cinco días, 
FRQWDGRV�GHVGH�OD�QRWL¿FDFLyQ�GH�OD�GHPDQGD��SDUD�RSRQHUVH�DO�PRQWR��ID-
cultad que debe informarse en la resolución. Si existe oposición, se forma 
un incidente que el juez puede resolver de plano o citando a una audiencia 
dentro de los diez días siguientes. Si no existe oposición, la resolución que 
¿MD�ORV�DOLPHQWRV�SURYLVRULRV�FDXVD�HMHFXWRULD�

Igualmente, el tribunal de familia puede pronunciarse provisoriamente 
sobre las demandas de aumento, rebaja o cese de la pensión de alimentos.

Por último, la resolución sobre los alimentos provisorios o sobre las soli-
citudes de rebaja, aumento o cese, será susceptible de recurso de reposición 
con apelación subsidiaria, la que se concederá en el solo efecto devolutivo 
y gozará de preferencia para su vista y fallo. La exigencia de presentar la 
apelación en subsidio resulta contradictoria con el procedimiento oral, por 
lo que se podría presentar el problema en los casos en que se discuta alguna 
de estas solicitudes en audiencia preparatoria. Deberíamos entender que 
se debe presentar la reposición verbalmente y el recurso de apelación por 
escrito dentro del plazo legal.

En cuanto a la prueba, será menester contar con una prueba pericial 
social, realizada por un trabajador social, sobre las condiciones de vida que 
considere las necesidades del alimentario y las facultades de los alimentantes 
(normalmente los padres). Además de la prueba documental, que acredite 
los ingresos del alimentante y las necesidades del alimentario, aunque debe 
tratarse de gastos “nominativos”, en el sentido de considerar boletas o do-
FXPHQWRV�TXH��SRU�FRQVLJQDU�ORV�GDWRV�GHO�EHQH¿FLDULR��VH�SXHGDQ�DWULEXLU�
directamente, como, por ejemplo, los gastos de educación o de salud. No 
ocurre lo mismo con las boletas del supermercado, en cuyo caso se deberá 
ponderar por el perito social.

También, será relevante la información proporcionada por tercero, a tra-
YpV�GH�R¿FLRV�D�LQVWLWXFLRQHV�FRPR�OD�$VRFLDFLyQ�GH�)RQGRV�GH�3HQVLRQHV��
el Servicio de Impuestos Internos o la Tesorería General de la República. En 
el caso del Servicio de Impuestos Internos, el art. 35 del Código Tributario 
autoriza al Servicio para entregar la información del contribuyente en las 
causas de alimentos.
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En caso de que el demandado obtenga sentencia absolutoria, puede soli-
citar la restitución de lo pagado a Título de alimentos provisorios, pero cesa 
este derecho contra el que de buena fe y con algún fundamento plausible 
KD\D�LQWHQWDGR�OD�GHPDQGD��DUW������LQF��¿QDO�&&���

3RU�~OWLPR��FRQWUD�OD�VHQWHQFLD�GH¿QLWLYD�SURFHGHQ�ORV�UHFXUVRV�GH�DSH-
lación o de casación, de conformidad al art. 67 LTF.

324. deterMinación de la cuantía

/D�UHJOD�JHQHUDO�HV�TXH�ODV�SHQVLRQHV�GH�DOLPHQWRV�VH�¿MHQ�HQ�GLQHUR�\�
se paguen por mesadas anticipadas (art. 330 CC). Normalmente, a través de 
depósito en una cuenta vista del BancoEstado que el tribunal ordena abrir 
especialmente para el pago de estas pensiones. Esta modalidad permite 
consignar los pagos de manera que, en caso de incumplimiento, se pueda 
determinar lo adeudado (liquidación de la deuda). 

(V�XQD�IDFXOWDG�SULYDWLYD�GH�ORV�MXHFHV�GH�IRQGR�¿MDU�OD�IRUPD�\�HO�PRQWR�
de las pensiones de alimentos sobre las que se tengan que pronunciar.631 
Así, el art. 333 CC prescribe que “el juez reglará la forma y la cuantía en 

que hayan de prestarse los alimentos, y podrá disponer que se conviertan 

en los intereses de un capital que se consigne a este efecto en una caja de 

ahorros o en otro establecimiento análogo, y se restituya al alimentante o 

sus herederos luego que cese la obligación”. 

El límite lo establece el art. 7º LAFPPA, ya que el tribunal no puede 
¿MDU�XQD�FDQWLGDG�TXH�H[FHGD�HO������GH� ODV�UHQWDV�GHO�DOLPHQWDQWH��1R�
VH�GHEHQ� FRQVLGHUDU� ODV�SHQVLRQHV�¿MDGDV� FRQYHQFLRQDOPHQWH�� \D�TXH� HO�
deudor se puede obligar a pagar un monto superior al que establece la 
ley. En este sentido, la sentencia de la Corte Suprema de 18 de marzo de 
2014, rol Nº 7798-2013, señala “que, en este sentido, cabe consignar que 

631  Así lo ha resuelto la Corte Suprema en sentencia de 7 de diciembre de 2009, en causa 
rol Nº 8015-2009, al señalar “que, por otro lado, esta Corte ha señalado reiteradamente que la 
regulación de la cuantía de los alimentos corresponde a una cuestión prudencial entregada a 
los jueces de la instancia, quienes son soberanos en su determinación, debiendo en todo caso 
sujetarse a los elementos y exigencias que establece la ley” (considerando 7º).
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del examen de la sentencia impugnada se desprende que en la determina-
ción de la pensión de alimentos, los jueces del fondo han incurrido en una 
errada aplicación del artículo 7º de la ley Nº 14.908, ya que el quantum de 
OD�SHQVLyQ�¿MDGD�SRU�HO�WULEXQDO�GH�SULPHUD�LQVWDQFLD��QR�VXSHUD�HO�OtPLWH�R�
tope legal que dicha disposición establece. En efecto, la citada limitación 
VH�UH¿HUH�D�TXH�HO�PRQWR�GH�XQD�SHQVLyQ�DOLPHQWLFLD�¿MDGD�SRU�VHQWHQFLD�
QR�SXHGH� H[FHGHU� GH� XQ������� TXH�QR� HV� HO� FDVR�� \D� TXH� DTXt�� ODV� WUHV�
pensiones alimenticias a las que está obligado el demandado, constan en 
LQVWUXPHQWRV�GLVWLQWRV��SRU�OR�TXH�OD�¿MDGD�HQ�HVWRV�DXWRV�QR�VXSHUD�HO������
de los ingresos que éste percibe. Tal circunstancia emana del propio mérito 
de los antecedentes y de los hechos asentados en el juicio”. 

Normalmente, se regulan las pensiones en el equivalente en ingresos 
PtQLPRV�UHPXQHUDFLRQDOHV��TXH�VH�¿MD�SRU�OH\�XQD�YH]�DO�DxR���DXQTXH�HO�
juez puede determinar cualquier forma de reajuste. Pero en caso de que se 
establezca en una suma determinada, esta se reajustará semestralmente de 
acuerdo al alza que experimente el Índice de Precios al Consumidor (IPC) 
¿MDGR�SRU�HO�,QVWLWXWR�1DFLRQDO�GH�(VWDGtVWLFDV��,1(���(O�PLQLVWUR�GH�IH�GHO�
tribunal debe aplicar dicho reajuste.632

No obstante, el juez podrá decretar o aprobar que se imputen parcial o 
totalmente al pago de la pensión alimenticia los gastos útiles o extraordi-
narios que efectúe el alimentante para satisfacer necesidades de educación, 
salud o vivienda (art. 9º LAFPPA). 

325. Modalidades de Pago

El juez de familia, una vez determinado el monto de la pensión de 
alimentos, puede establecer una modalidad de pago (la regla general es 
el pago en dinero, a través de mesadas anticipadas). Para este caso, la 
LAFPPA señala distintas modalidades, como la constitución de derechos 
reales de goce o regular la retención por parte del empleador o de los im-
puestos, según se analizará.

632  En este sentido, se ha resuelto que el reajuste debe ser semestral, y que establecer un reajuste 
DQXDO�FRQVWLWX\H�XQD�LQIUDFFLyQ�OHJDO�TXH�LQÀX\H�HQ�OR�GLVSRVLWLYR�GH�OD�VHQWHQFLD��$Vt��VHQWHQFLD�
de la Corte Suprema de 26 de septiembre de 2005, en causa rol Nº 5014-2003, considerando 7º. 
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326. constitución de derechos reales de goce (art. 9º laFPPa) 

(O�MXH]�SXHGH�¿MDU�R�DSUREDU�HO�SDJR�PHGLDQWH�OD�FRQVWLWXFLyQ�GHO�GHUH-
FKR�GH�XVXIUXFWR��XVR�R�KDELWDFLyQ��FDVR�HQ�TXH�HO�MXH]�GHEH�FXDQWL¿FDU�OD�
obligación y luego determinar la forma de pago. Además de la constitución 
del derecho real, se establece una prohibición legal de enajenar y gravar el 
inmueble. Según el inc. 3º, “la constitución de los mencionados derechos 

reales no perjudicará a los acreedores del alimentante cuyos créditos 

tengan una causa anterior a su inscripción”.

La resolución servirá de título para inscribir el derecho real y la prohibi-
ción de enajenar en el Registro correspondiente del Conservador de Bienes 
Raíces, la que puede ser requerida por el propio alimentario. 

En estos casos, el usufructuario, el usuario y el que goce del derecho 
de habitación estarán exentos de rendir caución y de la confección de in-
ventario solemne (arts. 775 y 813 CC), estando obligados a confeccionar 
un inventario simple. Se aplicarán al usufructuario las normas de los arts. 
819 inc. 1º y 2466 inc. 3º CC.

Cuando el cónyuge alimentario tenga derecho a solicitar, para sí o para 
sus hijos menores, la constitución de un usufructo, uso o habitación en 
conformidad a este artículo, no podrá pedir también la que establece el art. 
147 CC, respecto de los mismos bienes. En consecuencia, se establece un 
orden de prelación, prevaleciendo la solicitud de constitución de derecho 
real a título de alimentos por sobre su constitución en el procedimiento de 
declaración de bien familiar.

Por último, el incumplimiento de esta modalidad de pago hace pro-
cedente los apremios legales y, en caso del derecho de habitación o de 
usufructo recaído sobre inmueble, incurrirá en dichos apremios aun antes 
de la inscripción.

327. retención Por Parte del eMPleador (art. 8º laFPPa) 

Si el alimentante es un trabajador dependiente, establecerá como moda-
lidad de pago la retención por parte del empleador. La resolución se debe 
QRWL¿FDU�SRU�FDUWD�FHUWL¿FDGD�D�OD�SHUVRQD�QDWXUDO�R�MXUtGLFD�D�¿Q�GH�TXH�
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UHWHQJD�\�HQWUHJXH�OD�SHQVLyQ�DO�DOLPHQWDULR��/D�QRWL¿FDFLyQ�VH�HQWHQGHUi�
practicada al tercer día hábil siguiente a la fecha de entrega de la carta en 
OD�R¿FLQD�GH�FRUUHRV��

Los términos de la norma son imperativos, por lo que el juez de familia 
VH�HQFXHQWUD�REOLJDGR�D�¿MDU�HVWD�PRGDOLGDG�HQ�ORV�FDVRV�HQ�TXH�VH�WUDWH�GH�
un trabajador dependiente. En contrario, si se trata de un trabajador que 
solo presta servicios, no es procedente esta forma de pago.

No obstante, el alimentante podrá solicitar por una sola vez, con fun-
damento plausible, en cualquier estado del juicio, el cambio de modalidad 
de pago, siempre que dé garantía de íntegro y oportuno pago. En caso 
GH�LQFXPSOLPLHQWR��HO�MXH]��GH�R¿FLR��RUGHQDUi�HO�SDJR�SRU�UHWHQFLyQ��VLQ�
perjuicio de otras sanciones y los apremios que sean procedentes.

Si el incumplimiento es atribuible al empleador, incurrirá en una multa 
D�EHQH¿FLR�¿VFDO��HTXLYDOHQWH�DO�GREOH�GH�OD�FDQWLGDG�TXH�HO�MXH]�RUGHQy�
retener. La resolución tendrá mérito ejecutivo una vez ejecutoriada (art. 
13 LAFPPA). 

En caso de término de la relación laboral, el empleador deberá retener 
la suma equivalente a la pensión alimenticia del mes siguiente al cese de 
las funciones, en los casos de pago de indemnización sustitutiva del aviso 
previo de los arts. 161 y 162 del Código del Trabajo. En caso de indemni-
zación por años de servicios (art. 163 Código del Trabajo), el empleador 
estará obligado a retener el porcentaje que corresponda a la pensión. No 
obstante, el alimentante puede imputar el monto retenido al pago de futuras 
pensiones. En caso de incumplimiento del empleador de su obligación de 
UHWHQHU��VH�DSOLFDUi�OD�PXOWD�D�EHQH¿FLR�¿VFDO��HQ�ORV�WpUPLQRV�\D�VHxDODGRV� 

328. retención de la devolución anual de iMPuestos a la renta 

En caso de existir pensiones insolutas, el juez de familia puede ordenar, 
a petición de parte, la retención de la devolución anual de impuesto a la 
renta que corresponda percibir al alimentante, por los montos insolutos y 
ODV�TXH�VH�GHYHQJXHQ�KDVWD�OD�IHFKD�HQ�TXH�VH�GHELy�YHUL¿FDU�OD�GHYROX-
ción. Resulta evidente que se trata de una modalidad excepcional, que se 



Cristián Lepin MoLina388

puede aplicar una vez al año (normalmente en abril) y que depende de que 
el alimentante efectivamente tenga derecho a devolución de impuestos.

329. constitución de cauciones

El juez de familia puede ordenar al alimentante que garantice el cum-
plimiento de la obligación alimentaria a través de la constitución de una 
hipoteca o prenda sobre bienes del alimentante o con otra forma de caución 
(art. 10 LAFPPA); especialmente, cuando exista motivo fundado de que el 
alimentante se ausentará del país. En caso de que el juez haya decretado 
el arraigo del alimentante, este quedará sin efecto por la constitución de 
la caución.

330. ProcediMiento eJecutivo 

Para el cobro de las pensiones devengadas, la LAFPPA establece un 
SURFHGLPLHQWR� HMHFXWLYR� VLPSOL¿FDGR� HQ� HO� DUW�� ���� TXH� VHxDOD� TXH� WRGD�
UHVROXFLyQ�TXH�¿MDUH� XQD�SHQVLyQ�GH� DOLPHQWRV� WHQGUi�PpULWR� HMHFXWLYR��
(Q�FRQVHFXHQFLD��VH�DSOLFD�HVWH�SURFHGLPLHQWR�HQ�FDVR�GH�VHQWHQFLD�¿UPH�
y ejecutoriada en juicio de alimentos o en los casos de transacciones apro-
badas por el tribunal de familia competente.

Es competente para conocer de la ejecución de esta sentencia el tribunal 
de familia que la dictó en única o primera instancia o el del nuevo domicilio 
del alimentario. Así lo ha resuelto la Corte Suprema en sentencia de 13 
de septiembre de 2010, rol Nº 5322-2010, al señalar “que, así las cosas la 
decisión del tribunal que no da curso a tramitar la demanda, en una hipó-
tesis que no se ajusta a lo dispuesto por la normativa legal, desconoce el 
legítimo derecho a ejercer una acción y a que ella sea conocida y resuelta 
por el tribunal previsto por el ordenamiento jurídico, todo lo cual afecta 
el debido proceso”.

Las transacciones sobre alimentos futuros requieren ser aprobadas por el 
juez de familia. Deberán señalar la fecha y el lugar del pago y no podrán ser 
inferiores a la pensión mínima establecida en el art. 3º LAFPPA. En todo 
caso, no puede contradecir los arts. 334 y 335 CC, es decir, establecer una 
regulación contraria a las características del derecho, como, por ejemplo, 
la renuncia o la compensación. 
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De esta manera, en las transacciones sobre alimentos futuros tendrán la 
FDOLGDG�GH�PLQLVWURV�GH�IH�ORV�DERJDGRV�MHIHV�R�FRRUGLQDGRUHV�GH�ODV�R¿FLQDV�
de la Corporación de Asistencia Judicial, para el solo efecto de autorizar 
ODV�¿UPDV�GH�ODV�SDUWHV�

6H�WUDWD�GH�XQ�SURFHGLPLHQWR�HMHFXWLYR�VLPSOL¿FDGR��GRQGH�HO�UHTXHUL-
PLHQWR�GH�SDJR�VH�QRWL¿FDUi�GH�DFXHUGR�DO�DUW�����/7)��HV�GHFLU��HQ�IRUPD�
personal o personal subsidiaria. Solo es admisible la excepción de pago 
de las pensiones alimenticias y siempre que se funde en un antecedente 
escrito, por lo que la alegación de pago directo o por mano al alimentario 
no es procedente, es menester que exista un principio de prueba por escrito.

1R�REVWDQWH��HO�DUW������SDUWH�¿QDO�GHO�&&�VHxDOD��“sin perjuicio de la 

prescripción que competa al deudor”. De ello se puede colegir que las 
pensiones devengadas prescriben, por lo que sería igualmente procedente 
esta excepción. El problema que surge es el plazo de la prescripción, que 
no lo señala el legislador. Ante el silencio de la ley, se puede concluir que 
prescribe de acuerdo a las reglas generales, es decir, por el lapso de tres años 
para las acciones ejecutivas y de cinco para las ordinarias (art. 2515 CC).633

Estimamos que se interrumpe de acuerdo al art. 2503 CC y que se sus-
pende de acuerdo al art. 2509 del mismo código.

Si no se oponen excepciones, se dictará la sentencia y bastará el man-
damiento para proceder a la ejecución mediante el embargo, de acuerdo 
a las normas del CPC. Lo mismo ocurrirá si las excepciones se declaran 
inadmisibles.

El mandamiento que se despache para el pago de la primera pensión de 
DOLPHQWRV�VHUi�VX¿FLHQWH�SDUD�HO�SDJR�GH�ODV�YHQLGHUDV��VLQ�QHFHVLGDG�GH�
nuevo requerimiento.

633  Cfr. orrego acuña, Juan Andrés. “Prescripción de la acción para obtener el pago de 
pensiones alimenticias devengadas: Doctrina y jurisprudencia reciente”, Revista de Derecho de 

Familia,�������1�����0RQRJUi¿FR�VREUH�$OLPHQWRV�\�SDJR�GH�SHQVLRQHV�DOLPHQWLFLDV��SS�����\�VV���
y núñez JiMénez, Carlos. “Sobre la prescripción extintiva respecto de las pensiones alimenticias 
atrasadas”, Revista de Derecho de Familia,�������1�����0RQRJUi¿FR�VREUH�$OLPHQWRV�\�SDJR�GH�
pensiones alimenticias, pp. 47 y ss. Véanse las sentencias de la Corte Suprema de 22 de octubre 
de 2012, en causa rol Nº 3318-2012; y, de 17 de diciembre de 2013, en causa rol Nº 5558-2013.
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De las resoluciones que se dicten en el procedimiento de cumplimiento, 
pueden las partes presentar el recurso de apelación en los casos que resulte 
procedente, de acuerdo a las reglas generales.

331. Medidas de aPreMio Personales

Ante el incumplimiento del pago de las pensiones se pueden decretar, 
también, por el juez de familia, los apremios personales de arresto nocturno, 
arresto o de arraigo. En los dos primeros casos se trata de una excepción 
a la prisión por deuda, que se encuentra consagrada en el art. 7º Nº 7 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos denominada “Pacto de 
San José de Costa Rica”.

El arresto procede en los casos de pensiones de alimentos a favor de 
los padres o de los hijos, en caso de que no hubiere pagado una o más 
SHQVLRQHV��D�SHWLFLyQ�GH�SDUWH�R�GH�R¿FLR��VLQ�QHFHVLGDG�GH�DXGLHQFLD��(O�
juez puede imponer el arresto nocturno, entre las veintidós horas de cada 
día hasta las seis horas del día siguiente, por un plazo máximo de quince 
días. El juez de familia puede repetir la medida hasta obtener el pago.

Si persiste el incumplimiento, después de dos periodos, procederá el 
arresto hasta por quince días. Se puede ampliar hasta treinta días.

Asimismo, se aplicará el apremio de arresto señalado al que renuncie 
YROXQWDULDPHQWH�D�VX�WUDEDMR��VLQ�FDXVD�MXVWL¿FDGD��GHVSXpV�GH�OD�QRWL¿FD-
ción de la demanda y que carezca de los medios necesarios para pagar las 
pensiones adeudadas.

Para el cumplimiento del arresto nocturno o del arresto completo, se 
puede facultar a las policías para allanar y descerrajar el domicilio del ali-
mentante. Si no es habido, se debe investigar su paradero y se adoptarán 
las medidas necesarias para hacer efectivo el apremio.

En ambos casos, sea arresto nocturno o arresto completo, el juez ordenará, 
además, el arraigo en contra del alimentante, el que permanecerá vigente 
hasta que se efectúe el pago íntegro de la deuda.

No obstante, se puede suspender la aplicación de los apremios personales 
si el alimentante acredita que carece de medios necesarios para proceder 
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al pago de las pensiones alimenticias adeudadas. La misma decisión puede 
DGRSWDU�HO�MXH]�GH�R¿FLR��D�SHWLFLyQ�GH�SDUWH�R�GH�*HQGDUPHUtD�GH�&KLOH��
en caso de enfermedad, invalidez, embarazo o puerperio que tenga lugar 
entre las seis semanas antes del parto y doce después de él, o de circuns-
tancias que impidieren el cumplimiento del apremio o lo transformaren en 
H[WUHPDGDPHQWH�JUDYH��DUW�����LQF��¿QDO�/$)33$��634

También se ha considerado para suspender el apremio la edad de las 
alimentarias y el inicio de un juicio de cese de la obligación.635

332. otros aPreMios

333. susPensión de la licencia Para conducir636 

En caso de existir una o más deudas de pensiones de alimentos, el juez 
de familia, sin perjuicio de otros apremios o sanciones, podrá ordenar la 
suspensión de la licencia de conducir hasta por seis meses, prorrogable hasta 
por otros seis meses. El plazo se cuenta desde que se entrega la licencia al 
administrador del tribunal. 

Si fuere necesaria la licencia de conducir para el ejercicio de una activi-
dad o empleo, se puede solicitar la interrupción de la medida, siempre que 
se garantice el pago y se obligue a pagar en un plazo no superior a quince 
días corridos.

También se menciona en el art. 16 la devolución del impuesto a la renta, 
no obstante, nos parece que más que un apremio, es una modalidad de pago.

634  También se ha considerado que mientras se encuentre pendiente la celebración de la 
audiencia de revisión de la deuda. Así, sentencia de la Corte de Suprema de 6 de agosto de 
2007, en causa rol Nº 3976-2007, considerando 2º. Es menester considerar que la audiencia de 
“revisión” no existe en nuestra legislación, corresponde a una práctica, especialmente de los 
Juzgados de Familia de Santiago.

635  Sentencia de la Corte Suprema de 7 de noviembre de 2007, en causa rol Nº 5981-2007, 
considerando 8º.

636  Véase Auto Acordado de la Corte Suprema de 4 de abril de 2008, acta 55-2008, 
“Instrucciones para hacer efectivas las suspensiones de licencias de conducir decretadas en 

juicio por cobro de pensiones alimenticias que emanen de los juzgados de familia”. Disponible 
en: http://autoacordados.pjud.cl/ [citado 2016-08-17].
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334. sanciones civiles

El incumplimiento de las pensiones alimenticias, además, puede gene-
rar otras sanciones civiles, como el permitir al juez rechazar el divorcio 
(cláusula de dureza), o las establecidas en el art. 19 LAFPPA, tales como 
el considerarlos para la separación judicial de bienes, para autorizar a la 
mujer a actuar de acuerdo al art. 138 CC y para la autorización para salir del 
país de los hijos menores. También se considerará para efectos de la falta 
de contribución del art. 225- 2 letra c) CC y para la emancipación judicial 
del hijo por abandono (art. 271 Nº 2 CC).

335. cláusula de dureza 

Según el art. 55 inc. 3º NLMC, el juez puede denegar el divorcio en caso 
de incumplimiento reiterado de las pensiones de alimentos respecto de los 
hijos o del cónyuge, pudiendo hacerlo. Tema que analizamos en el divorcio 
unilateral por cese de convivencia.

336. seParación Judicial de bienes 

Ante el incumplimiento reiterado, es decir, aquellos casos en que se hu-
biere decretado dos veces alguno de los apremios del art. 14 o 16 LAFPPA, 
se puede decretar por el juez competente la separación judicial de bienes, de 
manera de poner término a la sociedad conyugal que exista entre los cónyuges.

337. autorización Para actuar de acuerdo al art. 138 cc 

En caso de existir dos o más apremios, el juez podrá autorizar a la mujer 
casada en sociedad conyugal para actuar sobre los bienes sociales, los del 
marido o propios que administra el marido, en caso de impedimento que 
QR�IXHUH�GH�ODUJD�R�LQGH¿QLGD�GXUDFLyQ��(Q�HVWD�KLSyWHVLV��QR�VHUi�QHFHVDULR�
DFUHGLWDU�HO�SHUMXLFLR�D�TXH�VH�UH¿HUH�HO�LQFLVR����GHO�DUW������&&�

338. autorización Para salir del País 

También puede el juez autorizar a los hijos para salir del país, sin ne-
cesidad del consentimiento del alimentante, en cuyo caso se procederá 
de acuerdo al art. 49 inc. 6º de la ley Nº 16.618, es decir, el juez tomará 



393Derecho Familiar chileno

HQ�FRQVLGHUDFLyQ�HO�EHQH¿FLR�TXH�OH�SXGLHUD�UHSRUWDU�DO�KLMR�\�VHxDODUi�HO�
tiempo por el que concede la autorización.

339. acción Pauliana 

Para efectos de poder obtener el pago de las pensiones alimenticias, 
el alimentario, como acreedor, tiene derecho a utilizar la acción pauliana 
HVSHFLDO��UHJXODGD�HQ�HO�LQFLVR�¿QDO�GHO�DUW�����/$)33$��SDUD�UHYRFDU�ORV�
DFWRV�FHOHEUDGRV�SRU�HO�DOLPHQWDQWH�FRQ�WHUFHURV�GH�PDOD�IH��FRQ�OD�¿QDOLGDG�
de reducir su patrimonio en perjuicio del alimentario.

Los actos simulados o aparentes ejecutados con el propósito de perju-
dicar al alimentario se pueden revocar en conformidad al art. 2468 CC. En 
consecuencia, los requisitos son: 1º que el alimentante ejecute actos con 
terceros para reducir su patrimonio; 2º que se trate de actos simulados o 
aparentes; y, 3º que el tercero esté de mala fe.

En este caso, se entiende que el tercero está de mala fe cuando conozca 
o deba conocer la intención fraudulenta del alimentante.

Se sujeta al procedimiento incidental y, a nuestro parecer, debería tener 
aplicación en la etapa de cumplimiento de las pensiones de alimentos. Las 
resoluciones que se dicten sobre la acción pauliana son apelables en el solo 
efecto devolutivo. Así, se ha resuelto “que, de la norma transcrita se colige 
que deducida la acción revocatoria o pauliana contenida en el artículo 2468 
del Código Civil en un juicio de alimentos, debe procederse a su tramitación 
conforme a las reglas establecidas en el Libro l Título IX del Código de 
Enjuiciamiento Civil. De otra parte, en el caso que nos ocupa se trata de 
una cuestión accesoria al pleito que la doctrina y la jurisprudencia denomi-
nan incidente ordinario y no tiene la virtud de paralizar la prosecución del 
asunto principal, toda vez que, no recae sobre cuestiones de competencia, 
implicancia, recusaciones o incapacidades del demandado, las cuales, sí, 
deben resolverse previamente. De consiguiente, la incidencia promovida 
en los autos RUC Nº 06 2 1104904 7 del Juzgado de Familia de Loncoche 
deberá tramitarse y fallarse en cuaderno separado”.637

637  Sentencia de la Corte de Apelaciones de Temuco de 18 de marzo de 2008, en causa rol 
Nº 1134-2007, considerando único. 
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En cuanto a su aplicación, se ha resuelto que rige desde la publicación 
de la ley Nº 20.152, que incorpora por primera vez esta acción.638 El legi-
timado activo para interponer la acción es el alimentario. Así lo ha resuelto 
la Corte de Apelaciones de Antofagasta, de 13 de noviembre de 2009, rol 
Nº 181-2009, al señalar “que, efectivamente, la demandante al interponer 
la referida acción lo ha hecho a título personal, careciendo, por lo tanto, de 
OHJLWLPDFLyQ�DFWLYD��/D�DFFLyQ�UHYRFDWRULD�TXH�FRQ¿HUH�HO�LQFLVR�¿QDO�GHO�
artículo 5º de la actual ley Nº 14.908, lo es a favor del alimentario que se 
vea perjudicado por los actos fraudulentos del alimentante con terceros de 
mala fe. En el presente caso, doña M.G.S., hija del demandado, única posible 
perjudicada con dichos actos, no ha comparecido ni ha sido representada 
por la demandante. Por lo que la referida acción no puede prosperar”.

638  Sentencia de la Corte de Apelaciones de Concepción de 6 de marzo de 2008, en causa 
rol Nº 1397-2007, considerando 5º.


